
V. Comunidades Autónomas

CATALUÑA

18048 ORDEN de 27 de junio de 1984 por la que se aprue­
ba el expediente del concurso-oposición, turno res­
tringido, convocado por Orden de 18 de marzo de 
1983 («Diario Oficial de la Generalidad de Catalu- 
ña» de 13 de abril), para el acceso al Cuerpo de 
Profesores de Educación General Básica. 

Por Orden de 18 de marzo de. 1983 («Diario Oficial de la 
Generalidad de Cataluña» de 13 de abril) se convocó concurso- 
oposición para el acceso al Cuerpo de Profesores de Educación 
General Básica, turnos restringido y libre, para proveer 4.980 
plazas, todas ellas en expectativa de destino, 4.500 para el 
tumo restringido y 490 para el turno libre, situadas en el ám­
bito territorial de Cataluña.

Por Orden de 8 de junio de 1983 («Diario Oficial de la Ge­
neralidad de Cataluña» de 17 de junio) se nombraron los Tri­
bunales que hablan de juzgar , los ejercicios del citado concur­
so-oposición, y en cumplimiento de lo previsto en los artícu­
los 38 y 39 de la Orden de convocatoria han sido remitidas 
a este Departamento las propuestas y documentaciones de los 
Profesores seleccionados en el turno restringido que han su­
perado todas las pruebas de carácter común de la convocatoria.

Vistos el Decreto 315/1964, de 7 de febrero («Boletín Oficial 
del Estado» de 15 de febrero); el Decreto 1411/1968, de 27 de 
junio («Boletín Oficial del Estado» de 28 de junio); el Decre- 
to 375/1974, de 7 de febrero («Boletín Oficial del Estado» de 15 
de febrero), así como la Orden de convocatoria y demás pre­
ceptos de pertinente aplicación, y considerando que las actua­
ciones de los Tribunales se han ajustado en todo a los pre­
ceptos del Estatuto de Magisterio, Orden de convocatoria y 
Decreto 1411/1968, de 27 de junio («Boletín Oficial del Estado» 
de 29 de junio), ordeno:

Primero.—Aprobar el expediente del concurso-oposición, tur­
no restringido, convocado por Orden del Departamento de En­
señanza de la Generalidad de Cataluña con fecha 18 de marzo 
de 1983 («Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña» de 13 
de abril), para el acceso al Cuerpo de Profesores de Educación 
General Básica.

Se relacionan en el anexo I todos los opositores que, habien­
do superado las fases del concurso-oposición, deberán ser in­
tegrados en el Cuerpo de Profesores de EGB, otorgándoseles 
destino de acuerdo con lo que se establece en el articulo se­
gundo de esta Orden.

Segundo —Una vez publicada por el Ministerio de Educa­
ción y Ciencia la lista general y única de seleccionados, los 
Servicios Territoriales de Enseñanza adjudicarán destino con 
carácter provisional a los Profesores relacionados en el ane­
xo I con efectos del dia 1 de septiembre.

El destino definitivo lo obtendrán mediante los concursos 
de traslados.

Tercero.—Se excluyen de la lista de seleccionados a los si­
guientes opositores:

SERVICIOS TERRITORIALES DE BARCELONA 

Tribunal número 7, área «Filológica»

María Antonia Cabistany Casanovas.—Por no estar en posesión
de uno de los títulos que le dan derecho a opositar.

Tribunal número 14, especialidad de Preescolar

María Azucena Lagunas Ferrer.—No reúne las condiciones re­
queridas para participar por el turno restringido.

Francisca Rifa Casals.—Ya pertenece al Cuerpo de Profesores 
de EGB por haber ingresado por la 8.a. promoción de acceso 
directo.

Cuarto.—Los Profesores que no hayan superado la prueba 
especifica de «Lengua y Cultura Catalanas» no serán nombra­
dos propietarios definitivos en Cataluña en tanto no superen 
la mencionada prueba específica y. en consecuencia, no podrán 
participar en los concursos de traslados que a tal efecto con­
voque el Departamento de Enseñanza.

Quinto.—Por esta Orden queda agotada la vía ordinaria para 
cuantas reclamaciones se refieren a este concurso-oposición. 
Contra la misma podrá interponerse recurso de reposición ante 
este Departamento, previo al contencioso-administrativo, en el 
plazo de un mes a partir del día siguiente al de la publicación 
de la presente Orden en el «Diario Oficial de la Generalidad».

Barcelona, 27 de junio de 1984.— El Consejero de Enseñanza, 
Joan Guitart i Agell.
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ANDALUCIA

18049 LEY de 3 de julio de 1984 de Reforma Agraria.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA

A todos los que la presente vieren, sabed:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nom­
bre del Bey y por la autoridad que me confieren la Constitución 
y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación 
de la siguiente

LEY

EXPOSICION DE MOTIVOS

1. La presente Ley se inserta dentro del cumplimiento de 
uno de los objetivos básicos de la Comunidad Autónoma anda­
luza, tal como los define el artículo 12 del Estatuto de Auto­
nomía.

La reforma agraria, expresamente mencionada en el núme­
ro 11 del apartado 3 de dicho artículo, se entiende como una 
respuesta global a la transformación, modernización y desarro 
lio de las estructuras agrarias e instrumento de una política 
de crecimiento, pleno empleo y corrección de los desequilibrios 
territoriales. Supone un proceso complejo, reto históricamente 
secular para los andaluces; proceso que se entiende iniciar con 
esta Ley de Reforma Agraria.

2. Antes de entrar en la exposición de las fórmulas norma­
tivas que se contienen en la Ley, no es ociosa una reflexión 
sobre el significado histórico do] problema de la tierra y de la 
reforma agraria, así como sobre su concepción actual a la luz 
de las necesidades que hoy día se plantean en la agricultura 
andaluza.

La sociedad andaluza se ha caracterizado históricamente por 
una estructura social muy marcada, y que ha tenido en la po­
sesión de la tierra su línea divisoria. De un lado, unos pocos 
grandes propietarios que explotaban sus tierras de modo exten­
sivo y de otro una gran masa de trabajadores agrícolas sin 
tierra y de pequeños campesinos con insuficiente tierra, que 
debían acudir también al mercado de trabajo para completar 
sus ingresos.

El aprovechamiento extensivo de las grandes explotaciones y 
la ausencia de alternativa de empleo en otras actividades da­
ban lugar a situaciones de paro crónico, con prolongados perio­
dos de paro estacional, estableciendo asi las bases de una eco­
nomía en precario que provocaba, especialmente en ciertas 
coyunturas de malas cosechas, agudos problemas sociales, que 
daban lugar a un alto nivel de conflictividad, manifestado reite­
radamente a través de movimientos huelguísticos y revueltas 
promovidas por las organizaciones obreras.

La ausencia de un desarrollo agrario basado en la explota­
ción eficiente de los recursos productivos y, en definitiva, los 
obstáculos al desarrollo de la economía, han estado ligados his­
tóricamente en Andalucía a la estructura de la propiedad de la 
tierra. De este modo, el problema de la tierra y de la concentra­
ción de la propiedad ha sido un tema que ha estado presente 
en todos los estudios y programas políticos desarrollados en 
España desde el siglo XVIII. Los economistas ilustrados y polí­
ticos de finales del siglo XVIII, Campomanes, Olavide, Jovella-

ncs. etc., no dudaron en señalar a la estructura de la propiedad 
de la tierra como un claro obstáculo para el desarrollo econó­
mico. Sus iniciativas y enfoque político para afrontar el pro­
blema discurrieron por la vía de las grandes colonizaciones, 
como la de Sierra Morena.

En el siglo XIX, y bajo la influencia de las doctrinas libera­
les, surgen los planteamientos desamortizadores como una de 
las piezas claves de la política económica de la segunda mitad 
de dicho siglo, con objetivos de movilización de la tierra y con­
solidación de la Hacienda Pública. Las sucesivas desamortizacio­
nes provocaron el cambio de manos de la propiedad de la tierra, 
aunque consolidaron una estructura de la propiedad con un 
fuerte grado de concentración, y no resolvieron la ociosidad de 
las tierras y el bajo grado de explotación de las grandes fincas. 
Por ello, a principios del siglo XX, el programa político regene- 
racionista aborda también el problema de la tierra y propone 
un modelo de transformación basado en el regadío y en la crea­
ción de una clase de pequeños agricultores. Por primera vez se 
une asi el problema de la transformación de la estructura de 
la propiedad y el de la política hidráulica.

Más tarde serían las ideas reformistas las que se impondrían 
de la mano de prestigiosos tratadistas, como Flores de Lemus 
y Pascual Carrión. Estas ideas reformistas cristalizaron en el 
anteproyecto de Ley de Reforma Agraria redactado por la Co­
misión Técnica y, después de considerables avatares y de mo­
dificaciones sustanciales, en la Ley de Reforma Agraria de 1932.

El fin de la guerra civil en 1939 acabó con la experiencia de 
reforma agraria y supuso la devolución « sus antiguos propie­
tarios de las fincas expropiadas. La alternativa al tema de la 
reforma agraria se configura, a partir de dicha época, a través 
de la política de colonización basada en la transformación en 
regadío y posterior instalación de agricultores individuales en, 
pequeños lotes.

Dicha colonización sólo contribuyó parcialmente a la trans­
formación de la estructura de la propiedad, debido a la política 
de reserva a los antiguos propietarios de una parte considera­
ble de sus fincas, que se beneficiaban así de la transformación 
a bajo precio y, por otro lado, obtenían considerables ventajas 
al fijar alrededor de los latifundios una población de colonos 
con insuficiente tierra que les suministraba memo de obra.

Posteriormente, la evolución de la economía española y de la 
propia agricultura en lo; años cincuenta, y especialmente en la 
década de los sesenta, modificó notablemente la situación ante­
rior. Durante estos años se produce un fuerte proceso de moder­
nización. aunque no homogéneo,, de la agricultura en general y 
de la gran explotación en particular, y, a pesar de los cambios 
producidos por la modernización agraria, por la política de co­
lonización y por la propia dinámica del tráfico privado de 
fincas, puede decirse que, en grandes rasgos, el grado de con­
centración de la propiedad en términos de titularidad ha perma­
necido básicamente inalterado, y que el ejercicio de la explota­
ción ha supuesto importantes niveles de infrautilización de la 
tierra, con las consecuencias económicas y sociales descritas. 
Quiere ello decir que el concepto de tierra ociosa, tópico que 
alentó las reivindicaciones históricas de reforma agraria, tiene 
una lectura hoy válida, aunque distinta.

3. En efecto, aunque el desarrollo productivo de la agricul- 
tura andaluza ha sido notorio, la existencia de una determinada 
estructura de propiedad y explotación ha determinado una evi­
dente infrautilización del recurso tierra. Así, a pesar de que 
una gran parte de los grandes propietarios acometieron la mo­
dernización de sus explotaciones (mecanización, mejora de la 
técnica de cultivo, introducción de nuevas variedades, etc.), sus 
estrategias empresariales han conducido a una estructura de 
cultivos, a un uso del suelo y a unos desequilibrios agricultura- 
ganadería que evidencian, entre otras cosas, un aprovechamien­
to inadecuado de los recursos naturales de Andalucía.

En la mayoría de; los casos, la estrategia empresarial de los 
grandes propietarios durante las últimas décadas, ha consis­
tido en la obtención de beneficios, minimizando el riesgo y orien­
tando la producción hacía actividades que exigieran un bajo 
nivel de inversión. En definitiva, el gran propietario no ha 
asumido, por regla general, los niveles normales de riesgo que 
toda actividad empresarial debe comportar, y, al no ser el es­
fuerzo productivo y de inversión en las últimas décadas sufi­
ciente, se ha dado lugar a la inadecuada explotación de los 
recursos y se ha contribuido a la agudización de los problemas 
sociales en Andalucía.

La crisis económica iniciada en 1973 y agravada a finales de 
los años setenta, con sus graves secuelas de elevado nivel 
de paro, no ha hecho más que acentuar la necesidad de la refor­
ma agraria. Una reforma agraria que trata de corregir los 
desequilibrios y deficiencias mencionadas más arriba, actuando 
sobre el binomio estructura de propiedad-estructura productiva, 
como un sistema de elementos interrelacionados.

4. Ahora bien, hoy una reforma agraria para Andalucía no 
puede plantearse como un fin en sí mismo, sino como un ins­
trumento de cambio económico y social. A este respecto cabe 
decir que el desarrollo capitalista de la agricultura ha llevado 
a que la tierra no sea ya el único factor básico de la actividad 
agraria. Modificar la estructura de propiedad cuando sólo so­
bre las grandes fincas es claramente insuficiente hoy, y no 
tiene por qué implicar la transformación de Ja agricultura. Es 
necesario integrar la transformación de regadío y el adecuado 
aprovechamiento de Iob recursos hidráulicos, la actuación en 
materia de concentración de explotaciones, los estímulos para


